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1. Introducción
 
 La Disposición Adicional 8ª de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y
Supervisión de los Seguros Privados, modificó la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de
Motor, Texto Refundido aprobado por Decreto 632/1968, de 21 de marzo, y cambió su
denominación por la de Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de
Vehículos a Motor y aprobando un anexo en el que se contiene un «Sistema para la
valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación».
 
 En materia de responsabilidad civil, una tarea fundamental, que ha dado lugar a
enconados debates, consiste en la individualización de los sujetos que tienen la condición
de perjudicados por el evento lesivo. Frente a la amplitud del art. 1.902 C.c., que habla de
«daño a otro» y no establece ninguna designación de beneficiarios, hay que destacar, entre
las novedades del baremo de la Ley 30/95, haber procedido en la Tabla I a enumerar las
personas con derecho a indemnización por la muerte de otra; la intención del legislador ha
sido, al parecer, la de resolver el problema de la concreción del concepto de perjudicado, si
bien es cierto que surgen algunos interrogantes a los que la doctrina y la jurisprudencia
deberá ir dando puntual respuesta. Las situaciones a las que nos vamos a enfrentar
demuestran la dificultad de apresar la realidad en fórmulas baremadas.
 
 Por una parte, si la enumeración ha sido establecida con el carácter de numerus clausus,
como parece sugerir el tenor literal de los puntos 1º.4 y 2º a) del anexo, habrá que
plantearse cómo tratar aquellos supuestos de personas que, habiendo sufrido perjuicios, no
aparecen en el listado de los beneficiarios, tema éste que ha sido ya objeto de atención, en
los términos que más adelante veremos, en la doctrina y en la jurisprudencia de las
Audiencias Provinciales. Por otra, habrá que averiguar si la muerte de la víctima provoca
en los perjudicados que aparecen en la relación del baremo perjuicios reales de orden moral
y económico o, dicho con otras palabras, constatar si la Ley 30/95 ha tomado en
consideración situaciones que sean dignas de protección o, por el contrario, avala otras en
las que es más que dudoso haber permitido al sujeto dirigir al Juez la reclamación por
daños.
 
 La inclusión del cónyuge separado de hecho entre los perjudicados por la muerte se lleva a
cabo a través de las reglas aclaratorias segunda y tercera situadas al pie de la Tabla I. La
nota aclaratoria segunda establece que cónyuge significa «cónyuge no separado legalmente
al tiempo del accidente» y en la tercera se equipara a la ausencia de cónyuge «la separación
legal y el divorcio». Queda, pues, claro que es la separación legal lo que se equipara a la
ausencia de cónyuge, por lo que en el caso de que el cónyuge estuviese solamente separado
de hecho tendría la condición de perjudicado y quedaría dentro del Grupo I relativo a
«Víctima con cónyuge».
 
 Esta solución de la LRCSCVM, favorable a la inclusión del separado de hecho en el listado
de perjudicados/beneficiarios de la indemnización, no siempre fue seguida en los
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proyectos elaborados con carácter previo. En el Proyecto de Ley del Gobierno de
modificación de la legislación reguladora de los seguros privados, que fue publicado el 14
de diciembre de 1992 en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, establecía el art. 1.1 a)
del texto modificado de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor que «las
indemnizaciones básicas por muerte serán de 7.000.000 de pesetas. A este efecto tendrán la
consideración de perjudicados el cónyuge no separado legalmente o de hecho al tiempo del
fallecimiento…». Esta misma redacción era la que se encontraba en el art. 1.2 a) de la Ley
sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor que se
contenía en el Proyecto de Ley sobre Supervisión de los Seguros Privados elaborado en la
siguiente legislatura, ya que la tramitación parlamentaria del primer Proyecto había
terminado como consecuencia de las elecciones de 1993. El cambio de orientación, con la
inclusión del cónyuge separado de hecho entre los perjudicados por la muerte, se produce
en el Proyecto de Ley del Gobierno de Supervisión de los Seguros Privados, publicado en el
Boletín Oficial de las Cortes Generales el 3 de marzo de 1995, que recoge la redacción que
finalmente pasaría a la LRCSCVM.
 
 También se sigue este mismo criterio de inclusión del cónyuge separado de hecho en otras
normas de nuestro ordenamiento jurídico que realizan enumeraciones de beneficiarios de
ayudas públicas o de indemnizaciones. Podemos citar, en este sentido,  el art. 2.3 a) de la
Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos
y contra la libertad sexual; el art. 7.2 a) del Real Decreto 1211/1997, de 18 de julio, por el
que se aprueba el Reglamento de ayudas y resarcimientos a las víctimas de delitos de
terrorismo; el art. 3.2 b) de la Ley 32/1999, de 8 de diciembre, de solidaridad con las
víctimas del terrorismo; el art. 14.1 del Real Decreto 1912/1999, de 17 de diciembre, por el
que se aprueba el Reglamento de ejecución de la Ley 32/1999, de 8 de diciembre, de
solidaridad con las víctimas del terrorismo; y recientemente el art. 6.3 a) del Real Decreto-
Ley 2/2002, de 5 de abril, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños
causados por las lluvias torrenciales acaecidas el 31 de marzo de 2002 en Santa Cruz de
Tenerife y en San Cristóbal de la Laguna (isla de Tenerife). Suele emplearse en estas
normas la frase «cónyuge del fallecido, si no estuviera separado legalmente…».

2. Criterios jurisprudenciales en torno a la indemnización del cónyuge
separado de hecho
 
 Antes de entrar en el análisis de la Ley 30/95, nos parece de utilidad efectuar un repaso de
las decisiones jurisprudenciales en las que se ha decidido sobre la petición de
indemnización del cónyuge separado de hecho. Es cierto que su número es escaso, que
obedecen a jurisdicciones distintas – en nuestro ordenamiento, la acción para reclamar la
indemnización de daños y perjuicios puede ejercitarse ante la jurisdicción penal o ante la
civil, según que el hecho que haya ocasionado la muerte constituya un ilícito penal o civil -
y que no todas ellas se refieren a accidentes de circulación, pero su estudio puede servir
para una mejor comprensión de la solución instaurada en el sistema de valoración de daños
personales y las consecuencias que derivan de la misma.
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 En los casos que vamos a considerar no se concede indemnización al cónyuge separado de
hecho. Sin embargo, a partir de este dato puramente estadístico, sería desacertado concluir
[como hace GÁZQUEZ SERRANO (2000)], que nuestros Tribunales excluyen de la condición
de perjudicado al separado de hecho, porque una lectura atenta de las sentencias permite
afirmar que la indemnización es negada cuando no se ha podido probar el daño moral o
patrimonial del cónyuge viudo; se ha procedido, en la mayor parte de los fallos, a efectuar
una valoración de las circunstancias del caso concreto, a tratar de averiguar la subsistencia
de lazos afectivos o económicos tras la separación de hecho, sin llegar a formular un
criterio fijo e inamovible, no pudiéndose, por tanto, descartar que en otras situaciones,
demostrado el perjuicio real, la pretensión resarcitoria hubiese tenido éxito.
 
 Puede decirse que, en este punto concreto del cónyuge separado de hecho, se ha seguido la
conocida doctrina jurisprudencial que viene diferenciando entre perjudicados y herederos,
correspondiendo la indemnización por causa de muerte a quien resulte realmente
perjudicado. Tanto la Sala Primera como la Sala Segunda – esta última tras modificar su
inicial posición – del Tribunal Supremo afirman que están legitimadas para reclamar
indemnización por causa de muerte, iure proprio, las personas, herederos o no de la víctima,
que han resultado personalmente perjudicadas por su muerte, en cuanto dependían
económicamente del fallecido o mantenían lazos afectivos con él [PANTALEÓN (1991);
VICENTE DOMINGO (1994); MONTÉS (1996)]. Ha desempeñado aquí un importante papel el
art. 104 del anterior Código penal, un precepto clave para la comprensión del concepto de
perjudicado en nuestro Derecho de daños, cuyo primer párrafo disponía que «la
indemnización de perjuicios materiales y morales comprenderá no sólo los que se hubieren
causado al agraviado, sino también los que se hubieren irrogado, por razón del delito, a su
familia o a un tercero»; precisamente en la situación de separación de hecho, las únicas
referencias en el Tribunal Supremo provienen, al parecer, de la Sala Segunda, con ocasión
de la interpretación y aplicación del antiguo art. 104 C.p., reproducido hoy casi al pie de la
letra por el art. 113 del nuevo Código.
 
 Una primera referencia de gran interés la proporciona la STS, 2ª, de 12.11.1981 (RAJ 4317;
MP: Luis Vivas Marzal). El procesado fue condenado como autor de un delito de
imprudencia simple con infracción de reglamentos a la pena de un mes y un día de arresto
mayor, privación del permiso de conducir por once meses, costas legales, así como a las
accesorias correspondientes e indemnizaciones. La indemnización se concede a la madre
octogenaria, de quien el hijo fallecido era el único sustento, negándose el derecho a la
esposa que se encontraba separada de hecho desde hacía seis años. Se analizan los tres
conceptos de la indemnización que tradicionalmente maneja la Sala Segunda, como son los
gastos funerarios, la dependencia económica y el daño moral – el «doloroso vacío» -, para
concluir que ninguno de ellos concurre en la esposa peticionaria. El razonamiento del
Tribunal es el siguiente:
 

 «… no consta, que dicha señora, sufragara o costeara los gastos funerarios consecutivos al
fallecimiento de su marido, no se acredita tampoco que dependiera económicamente de él – del
cual se hallaba separada seis años antes de la muerte del mismo -, ni que tuviera fijada o le pasara
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pensión alimenticia, ni que haya quedado desamparado como consecuencia del óbito de autos, y,
en lo que respecta al daño moral, la aflicción o pesar resultantes del mismo, tampoco se ha
logrado una justificación que siempre es difícil pero que sería presumible si no fuera porque,
separados los cónyuges durante los seis años anteriores al citado óbito, conviviendo él con su
anciana madre, rotos el auxilio mutuo y la convivencia, cesado el “concubio” y ausente todo lazo
de mutuo amor y de comunidad de vida e intereses, ni restaba “conjuctio maris et femini” ni
“affectio maritalis” de los cuales cupiera conjeturar o inferir que la mujer sufrió daños morales
que merezcan reparación…».
 
 

 También excluye de la percepción de la indemnización al cónyuge separado de hecho la
STS, 2ª, de 2.3.1992 (RAJ 1674; MP: Eduardo Moner Muñoz). La Audiencia condenó al
acusado como autor de un delito de imprudencia con resultado de muerte, sin acordar en
la responsabilidad civil cantidad alguna a favor de la esposa ni del hijo de la víctima
fallecida por el hecho delictivo. El Tribunal Supremo mantiene la exclusión de la esposa –
la sentencia de instancia había dictado que, dada la separación de hecho, no constaba la
existencia de lazos afectivos ni económicos -, pero no la del hijo, dictando segunda
sentencia en la que se concede indemnización a este último.
 
 La SAP Asturias de 12.3.1992 (AC 1992, 508; MP: Guillermo Sacristán Repesa), en la que se
ventilaba exclusivamente la legitimación de los padres del fallecido en accidente de
circulación, realiza algunas consideraciones obiter dicta sobre la situación de la esposa
separada de hecho:
 

 «…tanto los padres por convivencia, como la hija y la esposa de la que solamente estaba separado
el fallecido de hecho, pero sin mediar resolución judicial firme, podían estar legitimados para el
ejercicio de la correspondiente acción indemnizatoria; y si la esposa plantea alguna mayor duda
respecto al daño moral puesto que precisaría la correspondiente prueba, y respecto al daño
económico, por no haberse resuelto aún lo relativo a cargas del matrimonio o pensión
compensatoria, es evidente que la hija necesariamente ha de verse perjudicada con la
desaparición del padre, por cuanto es acreedora del correspondiente derecho de alimentos, en la
cuantía que se estableciera».
 

 La SAP León de 26.3.1996 (AC 1996, 554; MP: Adolfo Mallo Mallo) toma en consideración
la situación del matrimonio separado de hecho desde al menos tres meses antes del
accidente ferroviario en el que perdió la vida el marido. El esposo, arrollado por un tren
mientras conducía su tractor en un paso a nivel sin barrera con escasa visibilidad, vivía con
sus padres y había interpuesto demanda de separación, circunstancia que ocultó la viuda y
que, según se afirma por la Audiencia, no podía ignorar, puesto que consta probado que
fue emplazada personalmente y desde entonces tuvo conocimiento inequívoco de la
demanda presentada por su esposo. Se niega la indemnización a la esposa – que, en
cambio, se concede a los padres -, afirmando la sentencia que:

 
 «…no existiendo la relación de afectividad y convivencia marital propia del matrimonio, ni
dependencia económica de la apelante respecto de su difunto esposo (así lo expresa en confesión
judicial), ningún perjuicio moral ni material se le ha irrogado por el óbito de su esposo».
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 En la SAP Lugo de 23.4.1997 (La Ley, 1997-5, 8541; MP: Sr. Montes Somoza), el demandante
se hallaba separado de hecho de la fallecida en accidente de tráfico, habiéndose iniciado el
trámite de la separación judicial, conviviendo aquélla con unas amigas fuera del domicilio
familiar. El accidente se había producido en 1993, antes de entrar en vigor el baremo de
daños corporales.
 
 La indemnización había sido solicitada por los padres y por el marido de la víctima. La
sentencia, antes de resolver el conflicto planteado, contiene un pronunciamiento de carácter
general respecto a la condición de perjudicado, que resulta bastante clarificador:
 

 «Debe señalarse, conforme se reitera por la jurisprudencia que la finalidad de toda indemnización
derivada de responsabilidad civil es el reparar, en la medida de lo humanamente posible, el daño
o perjuicio causado; en tal sentido, los destinatarios de tal resarcimiento monetario deben ser las
personas que realmente se ven perjudicadas como consecuencia de la conducta de la que deriva
dicha responsabilidad, sin que el parentesco, unión matrimonial u otras circunstancias personales
similares, lleven aparejada en forma automática la condición de perjudicado, e igualmente, y a
sensu contrario, sin que la no concurrencia de aquéllas pueda suponer un obstáculo para el
resarcimiento si existiere perjuicio real».
 

 La Audiencia es partidaria de conceder indemnización a los padres de la víctima,
afirmando que no se ha probado que existiere ruptura de la relación de la hija con los
padres, sino que se ha justificado la existencia de una relación paterno-filial de carácter
normal. En cambio, en lo que respecta al esposo, niega su condición de perjudicado en los
siguientes términos:

 
 «…en tal situación no puede calificarse como “perjudicado” por la muerte de la esposa a dicho
ejecutante, pues pese a no existir todavía una resolución judicial firme que hubiese declarado la
separación legal, el hecho de vivir de facto separados impide presumir que de la desaparición de
aquélla se haya podido derivar perjuicio alguno para el cónyuge; y a tal efecto las alegaciones de la
representación del demandante D.Manuel-Oscar I.R., en el sentido de que tal separación de hecho no
era sino un mero simulacro que ocultaba una relación inmejorable entre los cónyuges, y que los
trámites judiciales no tenían otro fin que no fuera el exclusivamente económico, no pueden ser
acogidas sino como meros argumentos tendentes a disfrazar una separación de hecho cuya realidad
no podía cuestionarse; y, por último, tanto las declaraciones ante notario de la abuela y tía de la
fallecida en el mismo sentido expresado, como las certificaciones médico-psiquiátricas aportadas,
tendentes a demostrar las negativas consecuencias de la muerte de la esposa en la psique del marido
ya afectada por la previa separación, no constituyen sino meros medios documentales de prueba
aparentemente creados con la única finalidad de robustecer la pretensión indemnizatoria ya referida,
pero que carecen de validez probatoria ante la acreditada separación conyugal. En resumen, debe
estimarse respecto a dicho ejecutante la oposición formulada de contrario, tanto por la aseguradora
demandada como por los restantes codemandantes-ejecutantes, debiendo ser revocada asimismo en
tal extremo la sentencia apelada».

 
 

3. La condición de perjudicado del cónyuge separado de hecho en el sistema
de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes
de circulación
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 La inclusión del cónyuge separado de hecho en el listado de perjudicados de la Tabla I ha
sido objeto de crítica en la doctrina [ARROYO (1997); YZQUIERDO (2001)]. Se ha puesto de
manifiesto que carece de sentido considerarlo perjudicado cuando la convivencia y la
afectividad han desaparecido, así como los vínculos económicos.
 
 Es del todo cierto que la concesión de la indemnización básica por muerte al cónyuge
separado de hecho plantea, en ciertos casos, la duda razonable de hallarnos ante un
verdadero perjudicado. Al haberse reconocido la condición de perjudicado con
independencia de la causa de separación y de las vicisitudes de la misma, el legislador ha
dado pie a que se produzcan reclamaciones difíciles de admitir; se alude, por ejemplo, a la
situación «sencillamente kafkiana, e imposible de remediar» de que el cónyuge que
abandonó a la familia sin ayudar a su sustento durante años se vea «justamente premiado»
con la mayor cantidad de la indemnización [GARNICA (1997)].
 
 Téngase en cuenta, por otro lado, la repercusión que, dada su consideración de perjudicado
principal, tiene en los restantes perjudicados la reclamación del cónyuge sobreviviente;
algunas de las decisiones jurisprudenciales antes analizadas muestran el conflicto entre los
padres de la víctima y el cónyuge viudo separado de hecho.
 
 El baremo incurre, a nuestro juicio, en el error de no haber tomado en consideración que la
separación de hecho puede obedecer a causas muy diferentes, lo cual impide establecer una
misma solución para todos los casos que puedan llegar a plantearse. El ejemplo del
matrimonio que, rota toda relación afectiva y económica, lleva separado de hecho muchos
años – pudiendo perfectamente cumplir los requisitos objetivos de cese de la convivencia
que permiten acceder directamente al divorcio – puede ser un caso límite, pero es también
un caso real; se asistiría, cuando el cónyuge sobreviviente se apresurase a reclamar la
indemnización, a «un espectáculo triste y repugnante», por utilizar los mismos términos
que la doctrina ya manejaba al estudiar la problemática del art. 834 C.c. en relación con el
derecho a la legítima del separado de hecho [MANRESA (1973)], que es otra situación muy
conocida y de la cual podría haber tomado buena nota la Ley 30/95 para evitar resultados
injustos y formular una solución más acertada que la finalmente propuesta.
 
 La postura más correcta hubiese sido la de tomar conciencia de la diversidad de supuestos
que pueden llegar a concurrir en este caso concreto. Junto a separaciones mutuamente
acordadas, hay otras impuestas unilateralmente por un cónyuge a otro, y no se puede
tratar del mismo modo situaciones que son claramente distintas. Quien ahora reclama la
indemnización puede ser el cónyuge abandonado por el fallecido poco antes de ocurrir el
accidente, el cónyuge que fue precisamente el causante de la separación y durante años no
ayudó al sustento del otro, el cónyuge separado de mutuo acuerdo que consta
fehacientemente y no mantenía vinculación alguna con el difunto, etc. La propia regulación
del Código civil da cuenta de esta diversidad, regulando ciertos efectos de la separación de
hecho, distinguiendo que ésta se haya producido por imposición unilateral de uno solo de
los cónyuges o por mutuo acuerdo. Tras un análisis de las expresiones legales, se puede
concluir que existen diversas clases de separación de hecho: separación de hecho unilateral
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y separación de hecho bilateral o de mutuo acuerdo, y dentro de esta última se puede
distinguir, a su vez, entre la acreditada fehacientemente y la no acreditada
fehacientemente; además, la separación de hecho puede ir acompañada de un convenio en
el que se regule los efectos que dicha situación tiene entre los cónyuges [PLAZA PENADÉS

(1999)].
 
 La Ley 30/95 podría haber fijado la atención en lo que hace ya bastante tiempo se había
establecido en la Resolución 75/4, de 14 de marzo, adoptada por el Comité de Ministros del
Consejo de Europa, relativa a la reparación de los daños en caso de lesiones corporales y
fallecimiento, cuyo principio 19, al tratar del resarcimiento del daño extrapatrimonial,
enumera una serie de perjudicados, entre los que se incluye al cónyuge, señalando a
continuación que «la reparación debería estar sometida a la condición de que estas
personas hubieran tenido estrechos lazos de afección con la víctima en el momento del
fallecimiento». Una norma de este estilo, comprensiva también del daño patrimonial – el
principio núm. 15 a) de la Resolución concede el derecho «a las personas para con las
cuales la víctima tenía o hubiera tenido una obligación alimenticia» -, es la que, a nuestro
juicio, debería haber sido incorporada en la nota aclaratoria segunda. A la misma
conclusión habría llegado el legislador si hubiese reparado en la respuesta dada en los
Tribunales a la reclamación del separado de hecho, que antes se ha analizado y que rechaza
la pretensión resarcitoria cuando la dependencia económica o los lazos afectivos
presupuestos en la relación de matrimonio no existen.
 
 Resulta, pues, criticable que la nota aclaratoria segunda no haya matizado el supuesto
concreto que nos ocupa. Puede que no exista vinculación afectiva y económica con el
fallecido, o puede que sí exista todavía un lazo afectivo y/o económico en el momento de
la muerte, situación esta última en la que no habría duda sobre el perjuicio moral y/o
económico causado al cónyuge separado de hecho. Si no se establece una fórmula que
permita valorar las circunstancias particulares del caso, tan desacertada puede ser la
inclusión del separado de hecho - notas aclaratorias segunda y tercera de la Ley 30/95 -
como su marginación del sistema - solución adoptada en algunos de los proyectos de
modificación de la legislación reguladora de los seguros privados -. Podríamos llegar a
afirmar que esta misma argumentación sería también aplicable a los otros casos de la Tabla
I, en la medida en que se trate de personas que aparecen en la enumeración legal sin haber
sufrido en la realidad perjuicio alguno - el caso, cada vez más frecuente, de los hijos que,
habiendo abandonado a su padre de avanzada edad, se presentan al cobro de la
indemnización fijada en baremo.-
 
 Esta característica del sistema valorativo, de no haber previsto que la indemnización al
cónyuge separado de hecho quedase condicionada a la existencia de una vinculación
afectiva y/o económica con la víctima, hace tremendamente difícil, por otro lado, contestar
a otro interrogante que plantea el baremo de daños corporales, cual es el de saber qué es lo
que se indemniza en la Tabla I por medio de cantidades a tanto alzado. El anexo de la Ley,
apartado segundo a), que contiene la explicación del sistema, señala, en referencia a la
Tabla I, que comprende «la cuantificación de los daños morales, de los daños patrimoniales
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básicos…», sin dato alguno que permita averiguar hasta dónde llega uno y otro. Este es
uno de los errores ya presente en el baremo de 1991 y que ahora vuelve a reproducir el
sistema de 1995: las llamadas «indemnizaciones básicas» tabulan conjuntamente los niveles
patrimonial y moral del daño personal sin desagregar ambas partidas indemnizatorias; se
señalan cantidades globales sin especificar cuánto corresponde al daño moral o al
patrimonial.
 
 Resulta imposible determinar previamente, sin reparar en las circunstancias concretas, si lo
que se compensa es el daño moral o el material resultante de la muerte. En ciertos casos,
pueden darse en una misma persona los dos o uno solo de ellos, dependiendo, como
hemos dicho, de las circunstancias concretas. El daño moral puede existir si hay todavía un
lazo afectivo que provoca un sufrimiento por la pérdida del ser querido – el ejemplo del
cónyuge enamorado y que es abandonado por el fallecido poco antes del accidente -; el
daño patrimonial se da por la incidencia que puede tener la muerte en el apoyo económico
que representaba el fallecido, siendo conveniente recordar, a este respecto, que el deber de
alimentos no desaparece en la separación de hecho [PADIAL ALBÁS (1997)], y que son
admisibles y válidos los pactos sobre el pago de pensión alimenticia [GARCÍA RUBIO (1995)]
o incluso de pensión en los términos señalados por el Código en el art. 97 [VALPUESTA

(1982); PLAZA PENADÉS (1999); REYES (2000)]. Cabe incluso llegar a preguntarse si, como
concepto distinto del lucro cesante, existiría la llamada pérdida de oportunidades en
aquellos casos en que no se percibe ayuda alguna del fallecido, pero su muerte frusta la
expectativa de una futura reclamación de alimentos, tema éste que sí se ha llegado a
plantear en el Derecho francés, exigiendo la jurisprudencia más reciente que las
condiciones de otorgamiento de una pensión alimenticia se cumplan (o casi) cuando se
produce el accidente [LE TOURNEAU/CADET (1996)]. Es necesario atender, en definitiva, a la
clase de daño, moral y/o patrimonial, que origina la muerte.
 
 Existe, sin embargo, una diferencia clara entre uno y otro tipo de daño, cuando de lo que se
trata es de proceder a su valoración. De modo distinto a lo que ocurre con el daño moral, el
importe del perjuicio económico puede ser objeto de prueba relativamente sencilla, a pesar
de que el grado de aleatoriedad del cálculo de la pérdida es mucho mayor en la
indemnización por muerte. Por ello, no se comprende que se haya optado por baremar el
lucro cesante cuando existe información que permite calcular de manera precisa las rentas
dejadas de percibir. Este es otro error del sistema, porque introducir el baremo para daños
cuya valoración no presenta especiales dificultades puede generar distorsiones que al final
resultan en pérdidas de eficiencia y equidad [PINTOS (2000)]. En la evaluación del lucro
cesante producido por el fallecimiento de una persona, debe realizarse el cálculo en función
de la ayuda económica recibida del difunto y las expectativas de duración de la misma,
dando igualmente entrada a cualquier factor relevante a estos efectos, como sería, por
ejemplo, la deducción que debería efectuarse por la concesión de una pensión de viudedad,
pero erradicando expectativas dudosas, contingentes o fundadas simplemente en
esperanzas. Para cuantificar la indemnización por ingresos futuros, será ineludible valorar
todos los aspectos que acabamos de comentar; la doctrina ha formulado, en este sentido,
propuestas sobre el modo en que debe estimarse el lucro cesante [PINTOS (2000)]. Sin
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embargo, lo cierto es que el baremo se sitúa en un plano totalmente distinto: parte de la
indemnización básica de la Tabla I y confunde daño moral y económico, para aplicar
posteriormente los factores de corrección de la Tabla II, factores en los que se contienen
unos porcentajes que se incrementan conforme aumentan los ingresos anuales de la víctima
por trabajo personal. La Ley 30/95 debió, en el punto concreto del concepto indemnizatorio
del lucro cesante, haberse remitido a lo que se acreditara en el correspondiente proceso; por
el contrario, el art. 1.2 dice que la ganancia dejada de obtener «se cuantificará en todo caso
con arreglo a los criterios y dentro de los límites indemnizatorios fijados en el anexo de la
presente Ley».
 
 El problema que acabamos de apuntar, el de la exacta valoración del daño causado, más en
concreto el de la íntegra indemnización del lucro cesante, ha dado lugar a diferentes
posiciones de la doctrina sobre el modo en que debe interpretarse el sistema de la
LRCSCVM [REGLERO (2000)]. Al margen de estas discusiones, cabe plantearse si los mismos
motivos que en la STC 181/2000, de 29 de junio (RTC 181; MP: Pablo García Manzano), han
determinado la declaración de inconstitucionalidad en el tratamiento del lucro cesante en
caso de baja o incapacidad temporal – apartado B) de la tabla V – serán también aplicables
a las indemnizaciones por muerte; es decir, si concurre culpa del conductor, existirá la
posibilidad de indemnizar la totalidad de los perjuicios económicos sufridos, sin
sometimiento al baremo.
 
 
4. Las discrepancias de la jurisprudencia en la interpretación de la regla
tabular
 
 Tras la entrada en vigor del sistema de la Ley 30/95, las decisiones judiciales de las que se
tienen noticia ponen de manifiesto discrepancias en la interpretación de la Tabla I en este
punto concreto de la separación de hecho.
 
 La sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Betanzos de 3.7.1996 [citada por MARÍN

LÓPEZ (1997)] niega la indemnización a la esposa que unos meses antes había abandonado
tanto a los hijos como al fallecido en accidente de circulación, afirmando que:
 

 «…quedando acreditado que la madre se hallaba separada de hecho del fallecido, sin asumir los
deberes de custodia y cuidado de los hijos, no debe acordarse indemnización a su favor, al no
desprenderse su cualidad de perjudicada, equiparando analógicamente la situación de separación
de hecho a la separación legal, tal como se prevé en el citado Baremo, para los supuestos de
descendientes, sin cónyuge».

 

 
 De modo distinto suceden las cosas en la SAP Murcia de 6.6.1997 [citada por MEDINA

CRESPO (2000); MP: Sr. Domingo Martínez]. Confirmando la sentencia del Juzgado de
Instrucción, se concede indemnización al esposo que llevaba varios años separado de hecho
de la fallecida en accidente de circulación, señalando la Audiencia que:
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 «… la propia parte recurrente reconoce que el enunciado legal por fallecimiento incluye al cónyuge
cuando no esté “separado legalmente” al tiempo del fallecimiento (grupo I). Por lo que cualquier otra
interpretación es contra legem y, desde luego, no querida por el Legislador, al que hubiera bastado con
suprimir la palabra “legalmente” o incluir las frases de “separación de hecho” o simplemente
desaffectio conjugalis, pero, al no realizarlo, no se puede efectuar la interpretación pretendida…y
procede confirmar la indemnización fijada por la sentencia, pues el archivo de medidas provisionales
de separación puede significar una dejadez, como afirma la apelante, pero también una
reconciliación…, pues no se prueba el comportamiento ni las intenciones de los cónyuges tras dicha
caducidad…».

 
 
 En la SAP Zaragoza de 26.3.1999 (Act.pen., 1999, 194; MP: Sr. Pérez Legasa), es reconocido
el derecho al cobro de la indemnización a la esposa que se hallaba en trámites de
separación de su matrimonio con el fallecido en accidente de circulación. La esposa había
presentado ante el Juzgado demanda de separación, habiendo ratificado el convenio
regulador, mientras que el marido no lo llegó a ratificar al haber sobrevenido el accidente.
No se llegó a dictar sentencia de separación, afirmando la Audiencia que seguían siendo
matrimonio según la Ley y que dicha vinculación no estaba rota por el auto de medidas
provisionales dictado por el Juzgado, ya que sus efectos se limitan a lo allí establecido y
como preliminar a la demanda de separación. os fundamentos jurídicos quinto y sexto
contienen los argumentos manejados para otorgar la indemnización. En el quinto de los
fundamentos se indica que:
 

 «… se podría pensar que la mujer no tiene derecho a la indemnización porque ya no existe la affectio
maritalis y así como el TS, en caso de muerte violenta de un cónyuge cuando no hay amor o
convivencia, dijo que no existía el parricidio del antiguo CP; tampoco aquí, mediando una demanda
de separación se tendría derecho al cobro del resarcimiento por muerte del esposo. Pero en el caso de
autos, aparte que siempre hay que contar con la reconciliación, los hechos coetáneos y posteriores a la
muerte del marido acreditan que la esposa se ocupó de su entierro y funeral costeando todos los
gastos, así como la prueba testifical ha demostrado que, no obstante la demanda de separación (más
bien un arma en manos de la esposa para obligar al marido a reconducirse en su trato), la vida
conyugal no se había roto del todo, pues convivían juntos en alguna fiesta señalada».
 

 Y en el sexto se señala que:
 

 «…en consecuencia, no habiéndose disuelto el vínculo matrimonial, ocurriendo la muerte del esposo
constante matrimonio y no demostrándose indubitadamente la ausencia total de afectividad y
convivencia entre los esposos…, no hay motivo legal alguno para estimar que ésta no tenga derecho a
ser indemnizada por la muerte de su esposo, ocurrida en accidente de circulación; en base a lo
dispuesto en la L 30/1995, de 8 Nov., cuando al referirse al cónyuge [Tabla I, Grupo I, “víctima con
cónyuge” (2) explica al pie: «el cónyuge no separado legalmente al tiempo del accidente». Luego,
donde la ley no distingue tampoco podemos distinguir».
 

 Es, en último término, interesante la STC 163/2001, de 11 de julio (RTC 163; MP: Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera), que desestima el recurso de amparo interpuesto por supuesta
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva – acción penal – al haber considerado el
Juez de Instrucción que carecía de legitimación para mantener la acusación, por no ser
perjudicada ni ofendida, la esposa del fallecido en accidente de circulación, cuya
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separación de hecho había durado cuarenta años. El Juez de Instrucción, mediante Auto de
30 de julio de 1997, afirmó que aunque en principio se reconoció el carácter de perjudicada
a la esposa del fallecido, conocidas las circunstancias de la relación, se demostró que, si
bien no existió una separación judicialmente decretada, existió una separación de hecho de
treinta a cuarenta años, que ha de asimilarse a una separación legal, añadiendo que no
existía comunicación alguna entre los esposos, había sido expresamente desheredada la
mujer por el fallecido, el cual lo decide en su último testamento, y no se expresa, en ningún
momento, cuál es el perjuicio que sufre la reclamante por la muerte de su marido. En este
sentido es en el que entiende el Juez que ha de interpretarse el carácter de
perjudicados/beneficiarios que otorga el anexo de la Ley 30/95 a los hermanos de la
víctima, con exclusión de la esposa por asimilación de la separación de hecho durante tan
largo período a la separación legal y no acreditar ningún perjuicio derivado del
fallecimiento del esposo.
 
 Las sentencias citadas ponen de relieve una discrepancia de criterios en la interpretación de
las reglas de la Tabla I; hay resoluciones que niegan al separado de hecho la condición de
perjudicado y otras, en cambio, le otorgan indemnización. Recordemos, a este respecto, lo
que dice el punto 1º.4 del anexo («Tienen la condición de perjudicados, en caso de
fallecimiento de la víctima, las personas enumeradas en la Tabla I») y el hecho de que,
literalmente interpretadas, las notas aclaratorias segunda y tercera incluyen al cónyuge
viudo separado de hecho sin mayores precisiones.
 
 Esta disparidad de soluciones solamente puede comprenderse si las sentencias siguen la
interpretación flexible del baremo preconizada por la doctrina, en concreto lo que se ha
llamado «el de principio de la doble presunción» [MEDINA CRESPO (2000); YZQUIERDO

(2001)]: la Tabla I presume que son perjudicadas las personas allí enumeradas y que las no
incluidas no han recibido perjuicio alguno, pero ambas presunciones son enervables por
prueba contraria. El cónyuge separado de hecho tiene, en principio, la condición de
perjudicado, salvo que se pruebe que no ha sufrido perjuicio alguno. Este mismo principio
de la doble presunción es el que se ha propuesto para dar solución a los casos de
perjudicados no contemplados por el sistema, partiendo, como es lógico, de que la
enumeración no es exhaustiva.
 
 Ahora bien, encajar en el esquema de la doble presunción las sentencias que hemos citado
no es tarea fácil. En primer lugar, porque no se expresa con claridad que se está siguiendo
esta interpretación posible de las reglas de la Tabla I. En segundo lugar, porque la decisión
finalmente adoptada en algún caso concreto apunta más en la dirección de una
interpretación literal [habla MEDINA CRESPO (2000) de interpretación «mecanicista»] de las
reglas tabulares que en la de una comprensión flexible de las mismas.
 
 Relacionado con el primer aspecto que acabamos de comentar está el fallo contenido en la
Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Betanzos de 3.7.1996. Se niega la
indemnización a la esposa, afirmándose que, «tal como se prevé en el Baremo», la situación
de separación de hecho se equipara analógicamente a la separación legal. La solución a la
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que llega la sentencia obedece sin duda a razones de justicia material, pero es evidente que
en el baremo no se equipara separación de hecho y separación legal.
 
 El segundo de los aspectos citados tendría como referencia el fallo de la SAP Zaragoza de
26.3.1999, en la que se admite la condición de perjudicada de la viuda que había llegado a
presentar demanda de separación en el Juzgado. La sentencia no valora aspectos
económicos, sino que centra su atención en los lazos afectivos. Hay un claro esfuerzo del
Tribunal por demostrar que todavía existía afectividad, y señala que «convivían juntos en
alguna fiesta señalada» o que la demanda de separación era «un arma» en manos de la
esposa para obligar al marido a reconducirse en el trato, argumentos poco convincentes
frente a la realidad que parece traslucir la lectura de la sentencia y que no es otra que
considerar que la ausencia de afectividad estaba acreditada. Es significativo que los
razonamientos de la Audiencia acaben concluyendo, a la vista de la nota aclaratoria
segunda de la Tabla I, que «donde la ley no distingue tampoco podemos distinguir»,
porque parece con ello apuntarse hacia lo que literalmente se dispone en la ley. En esta
misma Comunidad Autónoma, conviene recordarlo, el art. 216.1 de la Ley 1/1999, de 24 de
febrero, de Sucesiones por Causa de Muerte, no llama al cónyuge sobreviviente como
sucesor legal si al fallecimiento del causante «se encontraran en trámite los procedimientos
dirigidos a obtener la declaración de nulidad del matrimonio, el divorcio o la separación»;
es cierto que hay que desvincular los conceptos de perjudicado y heredero - el perjudicado
por el fallecimiento de una persona no adquiere el derecho a la indemnización en concepto
de sucesión, sino como resarcimiento y compensación del perjuicio sufrido -, pero no cabe
duda que hallarse en trámite de separación debe ser motivo más que suficiente para excluir
el daño moral - el único que entra a considerar el Tribunal -, sobre todo cuando quien ahora
reclama la indemnización inició dichos trámites.
 
 No alcanzamos a ver, en definitiva, el hilo conductor que nos permita fijar el criterio que
sigue la jurisprudencia. Es complicado, en el estado actual de la práctica judicial, afirmar -
presuponiendo que existan - que es el juego de las presunciones legales de la Tabla I lo que
serviría de base, dándose determinadas circunstancias, para negar la condición perjudicial
al cónyuge separado de hecho.
 
 Esta situación de la jurisprudencia a propósito de la separación de hecho contrasta
abiertamente con otra, en la que teóricamente despliega también sus efectos el denominado
«principio de la doble presunción», donde quizás hoy resulte más seguro predecir la
decisión de los Tribunales; se trata del reconocimiento de la condición de perjudicado a
quienes no aparecen directamente nombrados en el listado de la Tabla I, pero llegan a
acreditar haber sufrido perjuicios reales como consecuencia de la muerte de otra persona
en accidente de circulación. Tampoco en estas sentencias se dice claramente que se sigue el
principio de la doble presunción, tal y como se formula en la doctrina; sin embargo, la
solución de fondo que contienen apunta sin duda a la solución favorable a la
indemnización de perjudicados no previstos en los grupos del anexo del baremo legal. Así,
entre otros, han obtenido indemnización la sobrina [SAP Sevilla de 26.12.1997 (ARP, 1998,
1392; MP: José Manuel de Paúl Velasco)], las hijastras [SAP Vizcaya de 5.2.1999 (ARP 1999,
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299; MP: Jesús Miguel Escavilla Pallas)], el «padre de hecho» [STS, 2ª, de 17.9.2001 (Tráfico
y Seguridad Vial 2002/37, 1491; MP: Sr. Ramos Gancedo)], la prometida [SAP Navarra de
1.3.2001 (ARP 2001, 459; MP: Juan José García Pérez); SAP Cádiz de 16.10.2001 (Tráfico y
Seguridad Vial 2002/39, 1602; MP: Sr. Zambrano Ballester)] y el hermano mayor de edad
del fallecido – casado con hijos mayores – que convivía con él y presentaba un alto grado
de minusvalía [SAP Segovia de 31.3.2001 (ARP 2001, 69; MP: Mª José Villalain Ruiz)].
 
 Es cierto que no han faltado decisiones judiciales que han negado la indemnización a
personas no incluidas en la enumeración legal. Sirva el ejemplo de la exclusión del novio o
novia [SAP Las Palmas de 31.10.1997 (El Derecho 1997, 13555; MP: Sra. Varona Faus); SAP
Granada de 1.2.1999 (El Derecho, 1999, 2742; MP: Sr. Rodríguez Valverde); SAP Madrid de
7.5.1999 (Act.pen., 1999, 299; MP: Sr. García Lamas); Auto del TS, 2ª, de 14.7.2000 (RAJ 7255;
MP: Joaquín Delgado García)]. Sin embargo, la postura del Tribunal Constitucional parece
haber inclinado la balanza a favor, como vamos a ver seguidamente, de la interpretación
que abre las puertas a la ampliación del baremo recogido en el anexo de la LRCSCVM;
aunque no se regule la indemnización de un perjudicado concreto entre la lista de los
posibles que allí se establecen, es posible tal indemnización si se acredita en el
procedimiento judicial que el fallecimiento ha ocasionado a dicho perjudicado un daño y
perjuicio real.
 
 La STC 181/2000, de 29 de junio, afirma, como es bien sabido, la vinculatoriedad del
sistema de la Ley 30/95, pero no se pronuncia expresamente sobre la exclusión de ciertos
grupos de personas del listado de posibles beneficiarios de las indemnizaciones fijadas
mediante baremación. Unos pocos meses después, sí ha tenido ocasión el Tribunal
Constitucional de tratar con mayor profundidad la cuestión en la STC 244/2000, de 16 de
octubre (RTC 244, MP: María Emilia Casas Baamonde), relativa a un caso en el que se niega
indemnización por la muerte de su tía a dos sobrinas que no convivían con ella. Se echa en
falta en la sentencia un pronunciamiento más expreso y directo, pero a nosotros nos parece
que el Tribunal Constitucional se muestra favorable a la posibilidad de indemnizar a
personas que no figuran en la enumeración de la Tabla I. Esta es la conclusión que hay que
extraer de la argumentación que se maneja en los fundamentos jurídicos: hubiera sido
posible indemnizar a los sobrinos si hubieran acreditado en el proceso que el fallecimiento
de su tía les había ocasionado un daño o perjuicio cuantificable; la resolución impugnada
no niega la indemnización por razón de las personas que la solicitan, sino por no
considerar probado el presupuesto del que podían derivar el derecho a ser indemnizadas,
esto es, un daño o perjuicio económicamente valuable.
 
 Los argumentos de la STC 244/2000, de 16 de octubre, no han tardado en ser reproducidos
por las sentencias de las Audiencias Provinciales cuando tratan de remediar situaciones
injustas que, de seguir literalmente el baremo de daños corporales, no se podrían
solucionar.
 
 Interesa, en este punto, destacar la SAP Navarra de 1.3.2001, cuya interpretación de la
doctrina sentada por el Tribunal Constitucional es clara en el sentido de considerar que los
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perjuicios de quienes no figuran en el baremo son indemnizables siempre que se acrediten.
En aplicación de esta doctrina, la Audiencia toma dos decisiones de signo distinto:
conceder la indemnización a las novias de las dos personas fallecidas, que están excluidas
del baremo pero sufren en la proximidad del matrimonio un daño moral que ha de ser
indemnizable; denegar la indemnización a los hermanos mayores de una de las víctimas,
igualmente excluidos del elenco de perjudicados del baremo, pero que no llegaron a
acreditar el daño sufrido, extremo éste que de haberse dado hubiera permitido
indemnizarles. El razonamiento seguido para otorgar la indemnización a la novia del
fallecido es el siguiente:
 

 «Por último queda el tema de las novias de cada uno de los fallecidos. Está acreditado que los
fallecidos iban a contraer en breve matrimonio. Este extremo no se ha discutido por los
recurrentes y por tanto esto constituye el perjuicio causado a aquellas que han de ser
indemnizadas por la pérdida de su novio, máxime cuando no se discute que el enlace
matrimonial estaba próximo a celebrarse y tenían concertados los preparativos de dicho evento.
 
 Si el Tribunal Constitucional ha declarado en aquella sentencia que los perjuicios producidos por
la muerte de un sobrino son indemnizables, con mayor motivo se ha de indemnizar a las novias
por el fallecimiento de su novio estando próximo a celebrarse el matrimonio, pues la pérdida del
novio en la proximidad del matrimonio es un daño moral que ha de ser indemnizable, en la
cantidad de tres millones de pesetas a cada una de ellas, tal y como establece la sentencia de
instancia, cantidad que es razonable y adecuada».
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